
 

MAGISTRADA: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

A - 033 

Procedimiento: Verbal (Divisorio) 

Demandante: Dora Beatriz Granda y otra 

Demandados: Miguel Ángel Granda y otro    

Radicado Único Nacional: 05001 31 030 001 2018 00293 01 

Procedencia: Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín  

Tema: El perito debe realizar su dictamen sin variar las especificaciones 

actuales y objetivas de la cosa 

Decisión: Confirma 

 

Medellín, tres (3) de marzo del dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en contra del auto proferido en audiencia del 4 de 

noviembre de 2021, por medio de la cual se decretó la división por venta. 

 

ANTECEDENTES 

 
En el proceso divisorio por venta, promovido por las señoras Maria Patricia y 

Dora Beatriz Granda López en contra de Miguel Angel y William Omar Granda 

López, en audiencia celebrada el día 4 de noviembre último, determinó el a-

quo la venta el pública subasta del inmueble objeto material de la pretensión, 

considerando que de acuerdo con el dictamen pericial, presentado por la 

necesidad de actualizar el que se había aportado con la demanda, no es 

factible la partición material, por lo que procede la división por venta. 

 

Adicionalmente, el a-quo desestimó las mejoras alegadas por el codemandado 

Miguel Angel Granda López, por no haber sido fundamentadas y demostradas 

al tenor del artículo 412 C.G.P. A la vez rememoró, en cuanto a la excepción 



de prescripción adquisitiva alegada por el mismo codemandado, que ya 

mediante auto de pretérita fecha se había establecido que el excepcionante 

no cumplió los requisitos en su momento exigidos, lo que se traduce en que 

la excepción no puede prosperar. 

 

Así, concluyó que, como el único dictamen allegado cumple las condiciones 

básicas para lo cual se decretó, el despacho lo encuentra creíble, por lo que 

dispuso la venta del bien en pública subasta, teniendo como avalúo comercial 

el fijado por tal experticia ($630’000.000). 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con lo decidido, en la misma audiencia, se pronunció el señor 

apoderado del codemandado Miguel Ángel Granda López, aduciendo que el 

informe pericial no es riguroso, concluyendo erradamente que no es 

susceptible de división material, amén de que es una prueba irregularmente 

allegada. 

 

Ya por escrito presentado dentro de los tres (3) días siguientes, el recurrente 

comienza por censurar el efecto (devolutivo) en el que fue concedido el 

recurso de lo que él llama “sentencia”.  

 

En el numeral segundo del referido escrito, el apelante se duele de que se 

hubiese presentado un nuevo dictamen, cuando lo ordenado por el juez en la 

audiencia del 10 de septiembre anterior, fue la actualización del acompañado 

con la demanda.  

 

También censura el recurrente, dicho sea de paso de manera muy confusa, 

una supuesta transgresión a las normas contenidas en los numerales 8 y 10 

del artículo 226 del C.G.P. 

 

En el numeral tercero del escrito, se queja de que el dictamen no es claro 

preciso y detallado y, al respecto, hace una serie de apreciaciones y 

disquisiciones sobre la posibilidad de introducir modificaciones a la edificación 

para ajustarla a la normativa que, en su criterio, debió tener en cuenta el 

perito.  

 



En el mismo aparte del escrito de sustentación, el apelante se queja de que 

al determinar el valor de la construcción el perito no tuvo en cuenta el área 

total construida (601.44 M2), sino la que legalmente podía construirse 

(308.89M2), lo que constituye un detrimento patrimonial para los comuneros. 

 

Finalmente, en los numerales cuarto y quinto del mismo escrito, el libelista 

lanza imprecisas acusaciones en torno a una supuesta violación a su derecho 

de contradicción debido a “las apreciaciones emitidas por el juez en relación 

con las preguntas formuladas por el apoderado” y reprocha al funcionario 

apoyar su decisión en una prueba deficiente. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Cabe advertir en primer lugar que conforme a la preceptiva del artículo 320 

del C.G.P. el recurso de apelación tiene por finalidad que el superior examine 

la decisión atacada “únicamente en relación con los reparos concretos 

formulados por el apelante”, lo que luce en perfecta armonía con el artículo 

328 ib. por cuyo mandato “El juez de segunda instancia deberá pronunciarse 

solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante,…”, norma que 

impide al superior ocuparse de razones que no fueron aducidas por el 

impugnante, máxime tratándose de apelación de autos toda vez que el trámite 

respectivo está reservado al juez autor del mismo, siendo este entonces quien 

corre traslado de la sustentación a la parte contraria, vencido lo cual remite 

el expediente al superior quien resolverá “de plano”, es decir, sin ningún 

trámite adicional (art. 326 ib.), lo que explica y justifica la limitante por cuanto 

revocar o reformar la decisión con soporte en argumentos no esgrimidos por 

el recurrente, sería sorprender a la contraparte, quien obviamente no habría 

tenido oportunidad de conocerlos y pronunciarse al respecto. 

 

Traduce lo antedicho, que el juzgador de segundo grado, en este caso el 

tribunal, solo adquiere competencia para examinar los argumentos expuestos 

por el apelante para concluir si con base en los mismos es posible revocar o 

reformar la decisión atacada (art. 320 ib.), lo que de suyo exige que tales 

argumentos se orienten a combatir los que constituyen la base de la decisión. 

 

Con el anterior prolegómeno se abordan los reparos expuestos advirtiendo, 

delanteramente, que en punto al Numeral Primero basta destacar que el 



efecto en que se concedió el recurso de apelación no fue motivo de reparo 

alguno en la audiencia, como ha debido serlo al tenor de lo prescrito por los 

artículos 318 y 322 del C.G.P. Pero, además, nuevamente se le reitera a este 

apoderado que la providencia aquí apelada no es una sentencia sino un auto, 

como lo especifican los artículos 409 y 414 del C.G.P. Razones estas 

suficientes para que el tribunal no pueda ocuparse de este puntual aspecto. 

 

En lo referente al Numeral Segundo, la suscrita magistrada comparte la 

opinión del señor juez de la causa en cuanto a que la actualización del avalúo 

puede hacerse perfectamente mediante un nuevo dictamen que fije el 

justiprecio, como en este caso sucedió, nuevo dictamen que se allana a las 

necesidades del proceso, que fue aportado y puesto en conocimiento de las 

partes con suficiente antelación y no fue cuestionado mediante la 

presentación de uno distinto por la parte demandada, que bien podía hacerlo 

(artículo 228 C.G.P.). No sobra recordar que lo que motivó al juez a ordenar 

esa actualización fue el hecho de que el avalúo aportado con la demanda 

databa de comienzos del año 2018 y que la vigencia de esas experticias es de 

máximo un (1) año contado a partir de su elaboración (Dec. 1420 de 1998, 

art. 19). 

 

En punto a la supuesta omisión de la exigencia contenida bajo el numeral 8º 

del artículo 226 C.G.P., la objeción carece de todo fundamento ya que en el 

dictamen aparece suficientemente afirmada la declaración exigida por dicha 

norma legal, en cuanto asevera que los exámenes métodos, experimentos e 

investigaciones efectuados, son los mismos utilizados en peritajes rendidos en 

procesos anteriores, lo que no logra desvirtuar el recurrente. Valga aclarar 

que la confrontación a que alude dicho precepto es con pericias anteriores en 

otros procesos y sobre las mismas materias, rendidas por el mismo perito, 

pues de lo que trata es de que, sin justificación alguna, el perito varíe sus 

criterios académicos. 

 

En lo referente al numeral 10º del artículo 226 C.G.P., basta decir que su 

interpretación y aplicación debe hacerse de manera racional en la medida que 

hay publicaciones especializadas como libros, boletines, revistas, etc. que, por 

su volumen y facilidad para ser consultadas por medios virtuales, no justifican 

ser anexadas al trabajo presentado máxime cuando, como en este caso, en 

la experticia se hace transcripción de los apartes pertinentes. 



 

Lo expuesto en el Numeral Tercero, no se corresponde con la situación real y 

presente del inmueble, pues implicaría la realización de modificaciones a la 

edificación para “adecuarla a una normativa” que permita su división material. 

Pero esto no es defecto de la experticia, el perito en esta clase de asuntos 

simplemente hace un examen y presenta unas conclusiones acordes con la 

edificación hoy existente, es este su objeto de estudio, no lo que podría ser, 

cumpliéndose ciertas hipótesis. Al perito no corresponde buscar y exponer 

fórmulas para “legalizar” una realidad de hecho ya existente (edificación), sino 

dictaminar acerca de la posibilidad de una división material del bien en su 

estado actual y sobre el justiprecio del mismo. De ese bien y no de otro fue 

que se pidió la división (art. 406 C.G.P.). Y el juez encontró razonable su 

conclusión -que para este despacho también lo es- sobre la imposibilidad de 

partir materialmente entre cuatro comuneros, que ni siquiera tienen cuotas 

de dominio iguales, una edificación que no está sometida al régimen de 

propiedad horizontal (y si lo estuviera serían varias las comunidades a liquidar) 

que ni siquiera cuenta con licencia de construcción, amen que no se ajusta a 

la normativa urbana que regula este tipo de asuntos.  

 

La queja en cuanto al área construida que tuvo en cuenta el perito para 

efectos del avalúo, está en contradicción evidente con el cálculo que el experto 

hizo sobre el valor de aquella, puesto que la suma de $413’657.200.oo (valor 

asignado a la construcción) resulta de multiplicar los 601.44 M2 (área 

construida) por $687.788.oo que es el valor del metro cuadrado de 

construcción. 

 

Finalmente, ninguna violación encuentra esta funcionaria por parte de su 

homólogo de primer grado a los derechos del recurrente en el ejercicio de la 

contradicción de la prueba pericial, pues basta escuchar la respectiva 

audiencia para percatarse que se limitó el funcionario -tras advertir incluso 

que la contraparte podía formular preguntas asertivas e insinuantes- a pedir 

al abogado ahora recurrente que concretara sus interrogantes a lo que había 

sido materia de la experticia, no indagando conceptos del perito sobre si las 

condiciones del inmueble fueran diferentes, llamado que por demás realizó en 

términos respetuosos y cordiales. 

 



Lo visto resulta suficiente para concluir el acierto de la decisión atacada y es 

por ello que la suscrita magistrada, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

SEGUNDO: Ejecutoriado este auto, devuélvanse las copias digitales al 

juzgado de origen. 

 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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